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PROYECTO DE LEY 

Orgánica de reforma del Código Penal en materia de tráfico ilegal de drogas. 

TEXTO REMITIDO POR EL CONGRESO 
DE LOS DIPUTADOS 

PRESIDENCIA DEL SENADO 

Con fecha 23 de diciembre de 1987, ha teni- 
do entrada en esta Cámara el texto aprobado 
por el Pleno del Congreso de los Diputados, re- 
lativo al proyecto de Ley Orgánica de reforma 
del Código Penal en materia de tráfico ilegal 
de drogas. 

Al amparo del artículo 104 del Reglamento 
del Senado, se ordena la remisión de este pro- 
yecto de Ley a la Comisión de Justicia. 

En virtud de lo establecido en el artícu- 
lo 107,l del Reglamento del Senado, y siendo 
de aplicación lo previsto en su artículo 106.2, 
se comunica que el plazo para la presentacibn 
de enmiendas terminará el próximo dfa 4 de 
fabrem de 1988, jueves. 

De otra parte, y en cumplimiento del ar- 
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tículo 191 del Reglamento del Senado, se or- 
dena la publicación del texto del mencionado 
proyecto de Ley, encontrándose la restante do- 
cumentación a disposici6n de los señores Se- 
nadores en la Secretaría General de la Cá- 
mara. 

Palacio del Senado, 23 de diciembre de 
1987.-El Presidente del Senado, José Federi- 
co de Carvajal Pérez.-La Secretaria primera 
del Senado, María Lucía Urcelay López de las 
Heras. 

PROYECTO DE LEY 

PREAMBULO 

Como se indicaba en la propia Exposición 
de Motivos de la Ley Orgánica 8/1983, de 25 
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de junio, de Reforma Urgente y Parcial del Có- 
digo Penal, la modificación del artículo 344 de 
ese cuerpo legal tuvo entonces un alcance li- 
mitado, pues obedecía «únicamente al deseo 
de suprimir los más graves defectos que pre- 
senta» la única norma penal de que dispone 
nuestro ordenamiento jurídico para abordar 
los problemas del tráfico ilícito de drogas. Jun- 
to a lo anterior, no cabe perder de vista que la 
citada reforma legislativa se insertaba en un 
contexto mucho más amplio y ambicioso, cual 
era la amplísima revisión, modernización y 
adaptación a la Norma Constitucional de 
nuestro viejo Código Penal, llevada a cabo por 
la Ley Orgánica antes citada. 

Se impone ahora, sin embargo, abordar de 
forma monográfica la modificación de un pre- 
cepto penal que, por circunstancias diversas, 
ha devenido insuficiente para afrontar la plu- 
ralidad y heterogeneidad de manifestaciones 
criminales que surgen en torno al complejo 
mundo de las drogas. 

La reforma del artículo 344 del Código Pe- 
nal que ahora se acomete no se presenta como 
el único y aislado instrumento para combatir 
las toxicomanías. En julio de 1985 el Gobier- 
no, cumpliendo una moción aprobada por el 
Congreso de los Diputados, aprobó el Plan Na- 
cional sobre Drogas, que en estos momentos 
constituye un proyecto político inspirado en el 
reconocimiento de la pluralidad de problemas 
que confluyen en este fenómeno y en la consi- 
guiente convicción de la necesidad de dispo- 
ner de cuantos mecanismos sean necesarios a 
fin de vencer tales problemas. De ahí que el ci- 
tado Plan prevea una actuación coordinada de 
distintas instancias sociales, tanto públicas 
como privadas, al servicio de la prevención y 
el tratamiento de las drogodependencias, pero 
también con la finalidad de perseguir con ma- 
yor eficacia el tráfico ilícito de drogas. 
Ese objetivo pretende alcanzarse con la pre- 
sente Ley Orgánica que, en primer lugar, con 
la finalidad de fortalecer la función de preven- 
ción general que cabe a las normas sanciona- 
doras, establece un importante incremento de 
las penas de privación de libertad con que se 
conmina la realización de las conductas pro- 
hibidas. N o  obstante, ese incremento del rigor 
penal se efectúa desde el respeto al elemental 
principio de justicia de tratar de manera dis- 

tinta aquello que es diferente. De esa forma, la 
nueva regulación penal de estas conductas 
pretende acomodarse a una estructura pirami- 
dal, en cuya base se asientan las que podrían 
considerarse conductas de tráfico ordinario, 
ocupando la cúspide la incriminación de aque- 
llos hechos que, sin duda, poseen la mayor ca- 
pacidad lesiva de los bienes jurídicos objeto de 
tutela penal, esto es, las acciones de los res- 
ponsables de organizaciones dedicadas al nar- 
cotráfico. 

Se completa esa estructura con un escalón 
intermedio en el que se sitúan aquellas con- 
ductas que, por concurrir en las mismas algún 
elemento de especial reprochabilidad, consti- 
tuyen tipicidades agravadas. Entre éstas, y 
complementando las hasta ahora incluidas en 
el párrafo segundo del artículo 344, se han in- 
cluido tres nuevos supuestos: que el autor de 
la conducta prohibida sea funcionario público 
o autoridad, que las sustancias psicoactivas 
hayan sido adulteradas, con incremento del 
posible daño a la salud y que, por último, se 
faciliten a personas que se encuentren en pro- 
ceso de deshabituación. 

Una de las novedades más importantes que 
introduce esta Ley Orgánica la coflstituye, sin 
duda, la incorporación de un tratamiento ju- 
rídico-penal específico para esa singular figu- 
ra criminológica del drogodependiente que in- 
curre en la comisión de algún hecho delictivo 
como medio de subvenir a su situación de toxi- 
codependencia. Desde el convencimiento de 
que en alguno de tales supuestos debe primar- 
se ia orientación preventivo-especial de las 
sanciones penales, se dispone la posibilidad de 
que la Autoridad judicial conceda el beneficio 
de la remisión condicional, siempre que el reo 
se hubiere deshabituado o se encontrare en 
tratamiento para ello. La regulación de esa al- 
ternativa se lleva a cabo con suficientes garan- 
tías a fin de salvaguardar, de un lado, la co- 
bertura de los fines preventivo-generales, base 
de toda norma penal, y de evitar, de otra par- 
te, un uso fraudulento de la disposición legal 
que permitiera su aplicación en supuestos dis- 
tintos a los realmente queridos por el le- 
gislador. 

Sin lugar a duda alguna, se ha abierto paso 
ya en el contexto internacional la convicción 
de que tras las conductas delictivas relaciona- 
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das con el mundo de la droga, no existe sino 
la realización de un gran negocio económico. 
La reducción y eliminación de los beneficios 
económicos obtenidos a través de esta crimi- 
nal actividad debe deparar los más positivos 
logros en la difícil lucha contra el tráfico de 
drogas. 

Existe, igualmente, en el concierto de las na- 
ciones el pleno convencimiento de que sin una 
estrecha y fluida cooperación internacional no 
podrán aicanzarse resultados eficaces en esta 
materia. La estructura organizativa de este 
tipo de asociaciones criminales y el carácter 
trhnsnacional de sus actividades impone, en 
verdad, esa necesaria cooperación. 

N o  obstante, desde las propias leyes inter- 
nas debe realizarse un esfuerzo para el hallaz- 
go de instrumentos que permitan aproximar 
la lucha contra la droga a su indiscutible en- 
tidad económica. Desde ese punto de vista, la 
presente Ley Orgánica establece tres mecanis- 
mos que tratan de atajar los beneficios econó- 
micos surgidos de ese criminal negocio. Por 
una parte, se dispone la imposición de penas 
de multa de muy elevada cuantía. Además, se 
establece una modificación parcial de lo dis- 
puesto en el artículo 63 de la norma citada, 
significando que en la determinación de la 
multa se tendrá en cuenta por la Autoridad ju- 
dicial, de manera preferente, el provecho o ga- 
nancia obtenidos o que hubieran podido obte- 
nerse a través de la conducta criminal. 

En segundo lugar, s e  amplían los términos 
de la figura del comiso, disponiendo como sus- 
ceptibles del mismo los bienes, de cualquier 
naturaleza, utilizados o que provengan de la 
conducta delictiva. Por otra parte, para garan- 
tizar la efectividad de esa medida, se faculta 
a la Autoridad judicial para aprehender los ci- 
tados bienes en cualquier momento en que el 
proceso se encontrare. 

En tefcer término, con el objetivo de hacer 
posible la intervención del Derecho Penal en 
todos los tramos del circuito económico del 
tráfico de drogas, se incorpora un nuevo pre- 
cepto al Capítulo VI1 del Título XIII del Li- 
bro 11 del Código, que sanciona las conductas 
de aprovechamiento de los efectos y ganancias 
de aquel tráfico, o lo que es lo mismo, que pre- 
&nde incriminar esas conductas que vienen 
denominándose de «blanquean del dinero de 
ilícita procedencia. 

Por último, conviene dejar constancia de 
que la represión de las conductas de tráfico ilí- 
cito y de las de aprovechamiento económico 
no agota la lucha contra el complejo mundo 
de la droga. Se requiere también el desarrollo 
de actividades de prevención y tratamiento de 
las toxicomanías por parte de las diversas Ad- 
ministraciones públicas, en el ámbito de sus 
competencias. El desarrollo de tales progra- 
mas exige un considerable esfuerzo económi- 
co y planificador, que ha de tener su reflejo en 
los presupuestos correspondientes. 

ARTICULO PRIMERO 

El artículo 344 del Código Penal queda re- 
dactado de la siguiente forma: 

((Los que ejecuten actos de cultivo, elabora- 
ción o trhfico, o de otro modo promuevan, fa- 
vorezcan o faciliten el consumo ilegal de dro- 
gas tóxicas, estupefacientes o sustancias psico- 
trópicas, o las posean con aquellos fines, serán 
castigados con la pena de prisión menor en su 
grado medio a prisión mayor en su grado mí- 
nimo y multa de un millón a cien millones de 
pesetas si se tratare de sustancias o productos 
que causen grave daño a la salud, y de arresto 
mayor en su grado máximo a prisión menor 
en su grado medio y multa de quinientas mil 
a cincuenta millones de pesetas en los demás 
%asos.» 

ARTICULO SEGUNDO 

Se añaden al Código Penal los siguientes 
artículos: 

u Artículo 344 bis, a). Se impondrán las pe- 
nas superiores en grado a las respectivamente 
señaladas en el artículo anterior: 

1 .O Cuando las drogas tóxicas, estupefa- 
cientes o sustancias psicotrópicas se faciliten 
a menores de 18 años o disminuidos psíquicos 
o se introduzcan o.difundan en centros docen- 
tes, en centros, establecimientos y unidades 
militares o en establecimientos penitenciarios. 

2." Cuando los hechos descritos en el ar- 
tículo 344 fueren realizados en establecimien- 
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tos abiertos al público por los responsables o 
empleados de los mismos. 

3: Siempre que fuere de notoria importan- 
cia la cantidad de drogas tóxicas, estupefa- 
cientes o sustancias psicotrópicas objeto de las 
conductas a que se refiere el artículo anterior. 

4.0 Cuando las citadas sustancias o produc- 
tos se faciliten a personas sometidas a trata- 
miento de deshabituación o rehabilitación. 

5:  Cuando las referidas sustancias o pro- 
ductos se manipulen o mezclen entre sí o con 
otros, incrementando el posible daño a la 
salud. 

6.” Cuando el culpable perteneciere a una 
organización, incluso de carácter transitorio, 
que tuviere como finalidad difundir tales sus- 
tancias o productos aun de modo ocasional. 

7.0 Cuando el culpable fuere Autoridad, fa- 
cultativo, funcionario público, trabajador so- 
cial, docente o educador.» 

((Artículo 344 bis, b). Los Tribunales im- 
pondrán las penas superiores en grado a las se- 
ñaladas en el artículo anterior cuando las con- 
ductas definidas en el mismo fueren de extre- 
ma gravedad, o cuando se trate de los jefes, ad- 
ministradores o encargados de las organiza- 
ciones mencionadas en su número 6.” En este ú1- 
timo caso, así como cuando concurra el su- 
puesto previsto en el número dos del artículo 
anterior, la Autoridad judicial podrá decretar, 
además, alguna de las medidas siguientes: 

a) Disolución de la organización o clausu- 
ra definitiva de sus locales o de los estableci- 
mientos abiertos al público. 

b) Suspensión de las actividades de la or- 
ganización o clausura de los establecimientos 
abiertos al público por tiempo de seis meses a 
tres años. 

c) Prohibición a la misma de realizar aque- 
llas actividades, operaciones mercantiles o ne- 
gocios, en cuyo ejercicio se haya facilitado o 
encubierto el delito, por tiempo de dos meses 
a dos años.» 

((Artículo 344 bis, c). Si los hechos a que 
se refieren los artículos 344 y 344 bis, a) fue- 
ren realizados por facultativo, funcionario pú- 
blico, trabajador social, docente o educador, 
en el ejercicio de su cargo, profesión u oficio, 
se le impondrá, además de la pena correspon- 

diente, la de inhabilitación especial. Se impon- 
drá la pena de inhabilitación absoluta cuando 
los referidos hechos fueren realizados por Au- 
toridad o agente de la misma. 

A tal efecto se entiende que son facultativos 
los médicos, psicólogos, las personas en pose- 
sión de título sanitario, los farmacéuticos y sus 
dependientes.)) 

((Artículo 344 bis, d). Para la determina- 
ción de la cuantía de las multas que se impu- 
sieran en aplicación de los artículos anterio- 
res, el Tribunal atenderá preferentemente al 
valor económico final del producto o, en su 
caso, al de la recompensa o ganancia obtenida 
por el reo, o que hubiera podido obtener.)) 

((Artículo 344 bis, e). A no ser que pertenez- 
can a un tercero no responsable del delito, se- 
rán objeto de comiso los vehículos, buques, ae- 
ronaves y cuantos bienes y efectos, de la natu- 
raleza que fueren, hayan servido de instru- 
mento para la comisión de cualquiera de los 
delitos regulados en los artículos 344 a 344 
bis, b), o provinieren de los mismos, así como 
las ganancias de ellos obtenidas, cualesquiera 
que sean las transformaciones que hubieren 
podido experimentar. 

A fin de garantizar la efectividad del comi- 
so, los bienes, efectos e instrumentos a que se 
refiere el párrafo anterior podrán ser aprehen- 
didos y puestos en depósito por la Autoridad 
judicial desde el momento de las primeras 
diligencias.)) 

((Artículo 344 bis, 0. Las condenas de Tri- 
bunales extranjeros por delitos de la misma 
naturaleza a los previstos en los artículos 344 
a 344 bis, c), producirán ante los Tribunales es- 
pañoles los mismos efectos que las de éstos, en 
orden a lo que establece el número 15 del ar- 
tículo 10 del presente Código.)) 

ARTICULO TERCERO 

Se añade al Código Penal un nuevo artícu- 
lo 93 bis, con la siguiente redacción: 

«Aun cuando no concurrieren las condicio- 
nes previstas en .el artículo anterior, el Juez o 
Tribunal podrá aplicar el beneficio de la remi- 
sión condicional a los condenados a penas de 
privación de libertad cuya duración no exce- 
da de dos años, que hubieren cometido el he- 
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cho delictivo por motivo de su dependencia de 
las drogas tóxicas, siempre que se den las si- 
guientes circunstancias: 

1 .a Que se declare probada en la sentencia 
la situación de drogodependencia del sujeto, 
así como que la conducta delictiva fue reali- 
zada por motivo de tal situación. 

2.' Que se certifique suficientemente, por 
centro debidamente acreditado u homologado, 
que el reo se encuentra deshabituado o some- 
tido a tratamiento para tal fin, en el momento 
de concederse el beneficio. 

3.' Que el sujeto no sea reincidente ni haya 
gozado con anterioridad del beneficio de la re- 
misión condicional. 

La Autoridad judicial requerirá al condena- 
do o a los centros que participen en su trata- 
miento de deshabituación lo necesario para 
comprobar el comienzo y la continuación del 
mismo, así como para controlar su evolución 
y las modificaciones que hubiere de expe- 
rimentar. 

La suspensibn de la ejecución de la pena 
quedará condicionada a que el reo no delinca 
en el período que se señale, asi como a que no 
abandone el tratamiento. 

Cumplido lo anterior, una vez transcurrido 
el plazo de suspensión y acreditada la desha- 
bituación del reo, el Juez o Tribunal acordará 
la remisión de la pena. De lo contrario, orde- 
nará su cump1imiento.u 

ARTICULO CUARTO 

Se añade al Código Penal un nuevo artícu- 
lo 546 bis, 0, con la siguiente redacción, pa- 
sando el actual artículo 546 bis, f) a ser el ar- 
tículo 546 bis, 8): 

aEl que con conocimiento de la comisión de 
alguno de los delitos regulados en los artícu- 
los 344 a 344 bis, b) de este Código, recibiere, 
adquiriere o de cualquier otro modo se apro- 
vechare para sí o para un tercero de los efec- 
tos o ganancias del mismo, será castigado con 
prisibn menor y multa de un millón a cien mi- 
llones de pesetas. 

Se impondrán las penas superiores en gra- 
do a los reos habituales de este delito y a las 
personas que pertenecieren a una organiza- 
ción dedicada a los fines señalados en este 
artículo. 

Serán aplicables a los supuestos contempla- 
dos en este precepto las disposiciones conteni- 
das en el artículo 344 bis, e) del presente 
Código. >I 

ARTICULO QUINTO 

El actual articulo 344 bis del Código Penal , 
pasa a constituir el 344 ter del mismo. 
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